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Resumen

El presente artículo es el resultado de la pesquisa sobre la existencia de mecanismos jurí-
dicos que aseguren el cumplimiento de las decisiones proferidas por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos en Colombia y sobre la determinación de quién es el responsable 
de crearlos, si el Estado o el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos 
–sidh–. El fin último, es evidenciar el enorme vacío jurídico en que se encuentra inmersa 
la efectividad de estos fallos en nuestro país, ya que hasta el momento no existen acciones 
o figuras legales creadas exclusivamente para activarse en caso de incumplimiento de una 
sentencia de esta clase. Así mismo, se hará alusión a los problemas en la práctica de dos 
mecanismos tradicionales que podrían adecuarse para garantizar dichas decisiones, en este 
sentido, nos referiremos al proceso ejecutivo y a la acción de tutela.
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nacionales. 

mailto:karoll.burbano28@gmail.com


Karoll Marcela Burbano Padilla44

N u e v o s  Pa r a d i g m a s  d e  l a s  C i e n c i a s  S o c i a l e s  L at i n o a m e r i c a n a s 
issn 2346-0377 (en línea) vol. VIII, n.º 16, julio-diciembre 2017, Karoll M. Burbano P.

Abstract 

The present article is the result of the investigation about the existence of legal mechanisms 
that assure the implementation of the decisions issued by the Inter-American Court of Hu-
man Rights in Colombia and about the determination of whom he is the person in charge of 
creating them, if the State or the Inter-American System of Protection of Human rights. The 
purpose is to demonstrate the juridical emptiness in that is immersed the real efficiency of 
these judgments in our country, because at this time does not possess specific mechanisms 
that have been created and exclusively to be activated in case of breach of that judgment. 
Likewise allusion will be done to the problems in the practice of two traditional mechanisms 
that might be adapted to guarantee the above mentioned decisions, the executive process 
and the action of guardianship.

Keywords: Inter-American System; Inter-American Court; Juridical Mechanisms of Fulfill-
ment; Fulfillment of International Judgments; Efficiency of International Judgments.
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ef

Los derechos humanos son sus derechos. Tómenlos. Defiéndanlos. 
Promuévanlos. Entiéndanlos e insistan en ellos. Nútranlos y enriquézcanlos… 

Son lo mejor de nosotros. Denles vida.
(Kofi Annan)

I. Contexto: el sistema interamericano de derechos 
humanos y Colombia como Estado Parte del sistema

El Sistema Interamericano para la Protección de los Derechos 
Humanos (en adelante sidh o Sistema Interamericano) es uno de 
los sistemas regionales que, junto con el europeo, ha evolucionado a 
gran escala. En la misma conferencia constitutiva de la Organización 
de Estados Americanos –oea– celebrada en Bogotá en mayo de 1948 
se adoptó la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre1. Justamente, en dicha conferencia se propuso la creación de 
un tribunal internacional que garantizara la protección de los dere-

1 Cfr. El texto completo de la Declaración disponible en [http://www.oas.org/es/cidh/
mandato/Basicos/declaracion.asp].

http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
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chos humanos; once años después, en 1959, fue creada la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante –cidh–) la que, 
desde 1965, fue autorizada de manera expresa para recibir y procesar 
denuncias o peticiones sobre casos individuales en los cuales se ale-
gaban violaciones a los derechos humanos.

En 1969 se aprobó la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica2 (en adelante cadh). En 
dicha convención se estableció como tribunal contencioso a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante coidh)3. Según la 
cadh, la coidh no sólo cumple con una función contenciosa cuando 
la justicia interna de los países miembros se ha quedado corta en la 
protección de los derechos humanos, a ella se adhieren: a) Una com-
petencia consultiva que radica básicamente en una función interpre-
tativa de la cadh o de otros tratados de derechos humanos4, así como 
también, se traduce en la posibilidad de emitir una opinión sobre la 
compatibilidad de las normas internas de los Estados miembros y los 
instrumentos del sidh5 y b) Una facultad de dictar medidas provisio-
nales, para garantizar los derechos de personas determinadas o gru-
pos de personas determinables que se encuentran en una situación 
de extrema gravedad y urgencia con el fin de evitar daños irrepara-
bles6. Por su parte, la función contenciosa gravita en la determinación 

2 Suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos (B-
32), San Jos de Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969, disponible en [https://www.
oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm].

3 Es de anotar que el sidh se ha ido adaptando a las necesidades en derechos humanos por 
medio de protocolos adicionales a la cadh y convenciones interamericanas sobre temas 
específicos, como por ejemplo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura (disponible en [www.oas.org/jurídico/spanish/tratados/a-51.html]), el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (“Protocolo de San Salvador”, disponible en [www.oas.org/jurídico/spanish/
tratados/a-52.html]), el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte (disponible en [www.oas.org/jurídico/spani-
sh/tratados/a-53.html]), la Convención Interamericana sobre Desapariciones Forzadas 
(disponible en [www.oas.org/jurídico/spanish/tratados/a-60.html]), entre otras.

4 Artículo 64.1, cadh, cit.
5 Ibíd., artículo 64.2.
6 Ibíd., artículo 63.2. Cfr. artículo 27 Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, disponible en [https:www.cidh.oas.org/básicos/basicos12.htm].

https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-51.html
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-52.html
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-52.html
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-53.html
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-53.html
www.oas.org/jur�dico/spanish/tratados/a-60.html
www.cidh.oas.org/b�sicos/basicos12.htm
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de responsabilidad internacional atribuida a un Estado por violación 
de algún derecho reconocido bien sea en la cadh o en otros tratados 
de derechos humanos aplicables al sidh; esta competencia para juz-
gar y sancionar las violaciones a los derechos humanos, se cumple a 
través de un procedimiento integrado por dos fases (i) La contenciosa 
y (ii) La de supervisión de cumplimiento de sentencias. La primera 
fase está compuesta por el proceso litigioso y probatorio como tal, 
que culmina con la emisión de una sentencia en la que se disponen 
medidas necesarias para reparar las consecuencias derivadas de la 
vulneración de derechos, sí esta existiere7, y la segunda, tiene por ob-
jeto verificar el efectivo cumplimiento de las decisiones adoptadas.

A lo largo de su historia, la coidh ha emitido 291 sentencias de 
fondo y según el último Informe Anual correspondiente al año 2014, 
actualmente el Tribunal cuenta con 158 casos que se encuentran en 
etapa de supervisión de cumplimiento de sentencia8. El claro y reite-
rado incumplimiento por parte de los Estados Miembros frente a las 
decisiones de la Corte ha sido tema de discusión de los últimos años, 
el ex-vicepresidente de la cidh, así lo reconoce: “las recomendaciones 
de la cidh, o bien las decisiones de la Corte vienen siendo objeto de 
incumplimiento por parte de algunos Estados, bajo el principio equi-
vocado aún de la soberanía nacional”9. Para muchos observadores, 
como la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos –cajp– del Consejo 
Permanente de la oea, “los recursos humanos y financieros del sidh 

7 Cabe resaltar que los veredictos de la Corte se han caracterizado por procurar un resar-
cimiento integral a las víctimas, no sólo porque en la mayoría de ocasiones se imponen 
sentencias con un gran número de reparaciones u obligaciones, sino por que tales repa-
raciones van desde indemnizaciones económicas hasta reparaciones simbólicas como la 
construcción de monumentos, publicación de libros, otorgamiento de becas, etc.

8 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Informe Anual 2014, San José de Costa Rica, 
2015, p. 74, disponible en: [http://corteidh.or.cr/sitios/informes/docs/SPA/spa_2014.
pdf].

9 Hélio Bicudo. “Cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos”, en Antônio Augusto Cançado Trindade. El Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos en el umbral del siglo xxi, San José de Costa Rica, 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2.ª ed., 2003, t. i, pp. 229 a 234, disponible 
en [www.corteidh.or.cr/docs/libros/Semin2.pdf].

http://corteidh.or.cr/sitios/informes/docs/SPA/spa_2014.pdf
http://corteidh.or.cr/sitios/informes/docs/SPA/spa_2014.pdf
www.corteidh.or.cr/docs/libros/Semin2.pdf
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son insuficientes”10, otros destacan “la ausencia de mecanismos de 
implementación estatal de las decisiones interamericanas”11. 

Respecto al caso colombiano, nuestro país aceptó la competen-
cia contenciosa de la coidh cuando ratificó la cadh por medio de la 
Ley 16 de 30 de diciembre de 197212,  desde esa época ha llegado a 
ocupar el sexto lugar entre los Estados con los más altos porcenta-
jes de incumplimiento de las sentencias del alto Tribunal antecedi-
do por Trinidad y Tobago, Venezuela, Haití, República Dominicana y 
Paraguay13; aunado a ello, cuenta con 15 condenas en su contra de las 
cuales ninguna ha concluido, todas se encuentran en etapa de super-
visión de cumplimiento, ni siquiera la primera sentencia en contra de 
Colombia, emitida en 1997, se ha cumplido por completo.

El mismo sidh ha declarado que Colombia no asume políticas pú-
blicas que permitan el cumplimiento de las sentencias a pesar que en 
los estrados muestre voluntad de cumplimiento y considera que esto 
se debe sobre todo a la carencia de un marco jurídico que permita ha-
cer ejecutivos los fallos de la Corte, la falta de coherencia y coordina-
ción de las diferentes entidades en el cumplimiento de las medidas de 
reparación, el desconocimiento de algunos funcionarios encargados 
de cumplir las medidas ordenadas y a la posición del Estado que en 
algunas ocasiones ha tratado de torpedear la relación entre las vícti-
mas y sus representantes14.

10 Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos-Comisión de 
Asuntos Jurídicos y Políticos. Documento CP/CAJP/SA.484/09, síntesis de la reu-
nión celebrada el 5 de marzo de 2009, disponible en [http://scm.oas.org/doc_public/
SPANISH/HIST_09/CP22052S04.doc.].

11 Ídem. Esto derivado de su obligación a cumplir las sentencias de la Corte, que como 
miembro adquirió desde el día en que firmó la cadh y reconoció su coercitividad. Artículo 
68 cadh, cit.

12 Diario Oficial, n.º 33.780, de 5 de febrero de 1973, disponible en [http://www.suin-juris-
col.gov.co/viewDocument.asp?id=1572401].

13 Asociación por los Derechos Civiles –adc–, “La efectividad del sistema interamericano 
de protección de derechos humanos, un enfoque cuantitativo sobre su funcionamiento y 
sobre el cumplimiento de sus decisiones”, Revista Internacional de Derechos Humanos Sur, 
vol. 7, n.º 12, Sao Paulo, junio de 2010, pp. 9 a 35, disponible en [http://www.surjournal.
org/esp/conteudos/pdf/12/miolo.pdf].

14 John Arturo Cárdenas Mesa. “Perspectivas de cumplimiento de las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso colombiano”, Revista Latinoamericana 

http://scm.oas.org/doc_public/SPANISH/HIST_09/CP22052S04.doc
http://scm.oas.org/doc_public/SPANISH/HIST_09/CP22052S04.doc
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1572401
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1572401
http://www.surjournal.org/esp/conteudos/pdf/12/miolo.pdf
http://www.surjournal.org/esp/conteudos/pdf/12/miolo.pdf
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Es así como, pese a que en la actualidad hemos experimentado 
una enorme expansión del catálogo de derechos en los textos nacio-
nales, gracias a la incorporación constitucional de diversos instru-
mentos internacionales en materia de derechos humanos, esto aún 
no resulta suficiente para garantizar su eficacia15. Sin duda el incum-
plimiento de los fallos de la coidh nos convoca a indagarnos sobré 
que tan eficaz resulta el sistema, pues aun cuando los instrumentos 
internacionales satisfacen las exigencias formales con su incorpora-
ción a la ley, no siempre son eficaces en el entendido de permitir la 
materialización de los derechos que pretende proteger el menciona-
do Tribunal regional. De los datos reseñados, es fácil concluir que la 
eficacia en la reparación dista mucho de ser la idónea, no sólo por 
el tiempo de cumplimiento sino por el modo como se llevan a cabo 
las acciones relativas a las reparaciones por parte de las autoridades 
nacionales, las que no siempre se efectúan de manera satisfactoria, 
hecho que salta a la vista cuando se examinan los informes de cum-
plimiento de las sentencias y las intervenciones de los representantes 
de las víctimas, para quienes la situación de incumplimiento de estos 
fallos se traduce en un nuevo desagravio a sus derechos humanos. 

En general la eficacia de una norma o una institución ha sido de-
finida como la capacidad de éstas para lograr los fines propuestos. 
Para Norberto Bobbio el problema de la eficacia de una norma es un 
problema fenomenológico, que consiste en comprobar si la norma es 
o no cumplida por las personas a quienes se dirige y, en el caso de ser 
violada, que se la haga valer con medios coercitivos por la autoridad 
que la ha impuesto16. 

Respecto de la eficacia de la coidh como Tribunal regional, ha-
bría que determinar si se cumple con el propósito o fin que determinó 
su establecimiento, a saber: conocer de casos relativos a la interpre-

de Derechos Humanos, vol. 19, 2009, pp. 15 a 44, disponible en [http://es.calameo.com/
read/0002009311994255a60e0].

15 Óscar Correas Vázquez. Introducción a la sociología jurídica, México D. F., Fontamara, 
1999, p. 181.

16 Norberto Bobbio. Teoría general del derecho, Bogotá, Temis, 1987, disponible en [www.
corteidh.or.cr/tablas/12835.pdf], p. 22.

http://es.calameo.com/read/0002009311994255a60e0
http://es.calameo.com/read/0002009311994255a60e0
www.corteidh.or.cr/tablas/12835.pdf
www.corteidh.or.cr/tablas/12835.pdf
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tación y aplicación de las disposiciones de la Convención Americana 
(art. 62, cit.), de manera que cuando decida que ha habido violación 
de un derecho o libertad allí contemplado, podrá disponer que “se ga-
rantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados”, 
y si ello fuera procedente, “que se reparen las consecuencias de la me-
dida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnizaci6n a la parte lesionada” (art. 63.1, 
cit.)17.

De modo que la eficacia del mencionado Tribunal no sólo vale 
por la posibilidad de pronunciarse sobre los casos sometidos a su co-
nocimiento, sino que implica la garantía de materialización y vigencia 
de sus fallos ya que la eficacia de una norma o institución –al menos 
la instrumental–, envuelve por un lado un problema de aplicación que 
recae en el comportamiento de determinado grupo social, y por otro, 
un examen de idoneidad de la estructura de las instituciones respecto 
de la consecución de los fines que se proponen18.

Se puede también hablar de la eficacia simbólica19 del Tribunal 
Interamericano y de sus fallos, eficacia que estaría acordada por las 
razones fundamentales que condicionan su creación como un me-
canismo de comunicación entre éste y la sociedad, no sólo hacia el 
Estado infractor de una convención, dónde las decisiones de la coidh 
se traduzcan en palabra de autoridad que crea cierta percepción de 
legitimidad, verdad y obligatoriedad, esto es, eficacia medida en el 
poder del propio discurso, eficacia que de seguro deberíamos medir 
respecto de los efectos más amplios que se le han reconocido a los 
pronunciamientos de la coidh, denominados de cosa interpretada o 
erga omnes20, lo que implicaría revisar el impacto de la jurisprudencia 

17 Víctor Manuel Rodríguez Rescia. La ejecución de sentencias de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, San José de Costa Rica, ijsa, 1997, p. 11.

18 Luis Prieto Sanchís, Jerónimo Betegón Carrillo y Marina Gascón Abellán. Lecciones 
de teoría del derecho. Madrid, Macgraw-Hill, 1997.

19 Mauricio García Villegas. “Eficacia simbólica y eficacia instrumental del derecho”, en 
Revista el Otro Derecho, n.º 7, Bogotá, ilsa, 1991.

20 En este sentido se ha dicho que los fallos de la Corte Interamericana pueden tener efec-
tos inmediatos directos entre las partes en un caso particular (cosa juzgada) o podrían 
repercutir en una esfera mucho más amplia y tener efectos erga omnes (cosa interpreta-
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interamericana dentro de las decisiones administrativas y judiciales 
internas y su uso como fundamento de reconocimiento directo de de-
rechos. 

Para el trabajo que aquí se realiza, se ha optado por la prime-
ra perspectiva que nos exige no sólo observar el acatamiento de las 
sentencias de la coidh por parte las personas que están obligadas a 
cumplirlas, sino que implica analizar los medios e instituciones que 
existen para que éstas se cumplan de manera coercitiva, que es lo que 
en últimas pretende este artículo. No obstante, en el desarrollo de ese 
objetivo también se tocará el tema atinente al impacto de las decisio-
nes de la coidh sobre los jueces nacionales y su función jurisdiccional.

II. El deber del Estado de adoptar mecanismos 
que hagan efectivas las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 

El Estado colombiano al suscribir la cadh, se ha comprometido táci-
tamente a cumplir con dos obligaciones esenciales contempladas en 
los artículos 1.º y 2.º de la cadh y que van sujetas a la relación indi-
viduo-Estado, en donde aquél actúa como sujeto de derecho y éste 
como agente que asume las obligaciones inherentes a tales derechos. 
Tales obligaciones son: a) La de respetar y garantizar los derechos y 
libertades reconocidos a través de la Convención; y b) La de adoptar 
las disposiciones de derecho interno que fueren necesarias para ha-
cer efectivos tales derechos y libertades.

La primera obligación envuelve dos enfoques, uno de carácter 
negativo, que corresponde al respeto de los derechos humanos, lo 
que significa una prohibición dirigida directamente a los agentes del 
Estado y otro de carácter positivo, consistente en garantizar el libre 
y pleno ejercicio de tales derechos imponiendo al Estado el deber de 
proteger al individuo de los actos de particulares que tengan la inten-
ción de transgredirlos, tales como la acción de grupos armados que 
puedan atentar contra la vida o la integridad física de las personas, la 

da). Rodríguez Rescia. La ejecución de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, cit., p. 7.
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interferencia en la vida privada de terceros, o la instigación a la discri-
minación racial en cualquier forma. 

La segunda obligación implica la integración de la cadh al orde-
namiento jurídico interno, creando para ello, si es necesario, dispo-
siciones legislativas o de otro carácter que aseguren los derechos y 
libertades consagrados en ella.

Ahora, de acuerdo con el principio básico de derecho interna-
cional denominado pacta sunt servanda (lo pactado obliga)21 es obli-
gación del Estado miembro acatar sus obligaciones convencionales 
internacionales, siempre y ante todo de buena fe. Este principio se 
equipara al principio de derecho interno de los pactos legalmente ce-
lebrados, de esta suerte los Gobiernos se convierten en agentes in-
ternacionales porque ellos actúan como creadores y detractores del 
derecho internacional y, siendo éstos los destinatarios por excelencia 
de las normas internacionales, son quienes primordialmente deben 
acatarlas y cumplirlas. En consecuencia, se ha sostenido que la ineje-
cución de una sentencia internacional supone no la violación de dicha 
sentencia, sino la obligación internacional de dar aplicación de buena 
fe a ese fallo en tanto, como toda obligación internacional es conside-
rada una obligación de resultado sobre la cual el Estado cuenta con 
una considerable autonomía para determinar los instrumentos que 
va a utilizar para cumplirlas22. No obstante, Helio Bicudo, ex vice-
presidente de la coidh, nos recuerda que la soberanía del Estado está 
supeditada a la cadh desde el momento en que la ratificó incluso, de 
acuerdo a normas de derecho internacional23, la obligación de cum-
plir con los tratados nace mucho antes, razón por la cual los Estados 
deberán abstenerse de realizar actos que frustren el objeto y fin de un 
tratado antes de su entrada en vigor24. 

21 Este principio se encuentra consagrado en el artículo 26 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados, U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331, disponible 
en [http://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/convencion_viena.pdf].

22 Ver en este sentido: Miguel Ruiz y Andrea Giardina, citados por Rodríguez Rescia. La 
ejecución de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cit., pp. 18 y 19.

23 Artículo 18, Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, cit.
24 Bicudo. “Cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos”, cit., pp. 230 y 231.

http://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/convencion_viena.pdf
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En ese orden de ideas, no resulta conveniente a primera vista 
afirmar que la coidh o el mismo sidh tengan la obligación de imponer 
la creación de los mecanismos formales o jurídicos para hacer cum-
plir sus sentencias, pues es el Estado el que al momento de firmar y 
ratificar la cadh adquirió la obligación de adaptar y compatibilizar 
las normas de derecho interno, de tal forma que se garantice el cum-
plimiento pleno del tratado que ha suscrito. Pero para determinarlo 
en definitiva es necesario referirse, aunque sucintamente, a algunos 
puntos clave como: i) La reparación como obligación impuesta en la 
cadh; y ii) La facultad de la coidh para imponer la creación de instru-
mentos jurídicos que garanticen el cumplimiento de sus fallos.

El artículo 63 de la cadh instituye la reparación como un dere-
cho de las víctimas y como una facultad de la coidh, quien al deci-
dir que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención y si ello fuera procedente, deberá disponer que se repa-
ren las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a 
la parte lesionada. Al tiempo, el artículo 67 de la convención en cita, 
precisa que toda sentencia de la coidh tendrá el carácter de definitiva 
e inapelable25 y el artículo 68, en igual sentido, instituye claramente 
que los Estados con la Convención se comprometen a cumplir la de-
cisión de la Corte en todos los casos en que sean partes. Luego sí la 
cadh es obligatoria para el Estado desde que se ha ratificado, el cum-
plimiento de las sentencias y por ende la reparación también lo es, ya 
que estas forman parte de ella. Los fallos de la coidh como tribunal ju-
dicial que es, indudablemente surten efectos jurídicos obligatorios26 
en tanto son definitivos e inapelables. Así los fallos de la coidh consti-
tuyen una verdadera obligación jurídica internacional.

25 Y si bien es cierto, para la coidh existe la posibilidad de revisión de sus propios fallos, ésta 
facultad no contraria su carácter inapelable. Ver coidh. Caso Genie-Lacayo vs. Nicaragua. 
Solicitud de revisión de la sentencia de fondo, reparaciones y costas. Resolución de la 
coidh del 13 de septiembre de 1997. Serie C n.º 45, párr. 9, disponible en [http://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_45_esp.pdf].

26 Jorge Cardona. “La función contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: consideraciones sobre la naturaleza jurídica de la función contenciosa de la 
corte a la luz de su jurisprudencia”, en Cançado Trindade. El Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos en el umbral del siglo xxi, cit., pp. 313 a 345.

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_45_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_45_esp.pdf


Mecanismos jurídicos que garantizan el cumplimiento de las sentencias de la cidh en Colombia 53

N u e v o s  Pa r a d i g m a s  d e  l a s  C i e n c i a s  S o c i a l e s  L at i n o a m e r i c a n a s 
issn 2346-0377 (en línea) vol. VIII, n.º 16, julio-diciembre 2017, Karoll M. Burbano P.

Pero además, el artículo 25 de la cadh establece el derecho que 
tiene todo individuo a un recurso judicial efectivo que lo ampare con-
tra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la Convención. En este sentido, dado que el in-
cumplimiento del fallo internacional viola el derecho a obtener una 
justa reparación, puede afirmarse que deberá existir un recurso judi-
cial efectivo que garantice el acatamiento real del veredicto. Recurso 
que, a su vez, deberá estar a cargo del Estado puesto que, como se 
anotó, éste en el plano de la Convención Americana, actúa como agen-
te que asume las obligaciones inherentes a los derechos reconocidos 
en ella. Como ha señalado la coidh: 

Los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular, 
la Convención Americana, no son tratados multilaterales de tipo tradicional, 
concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para el be-
neficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección 
de los derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente 
de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros 
Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los 
Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, 
asumen varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los 
individuos bajo su jurisdicción27. 

En otras palabras, los tratados sobre esta materia no están orientados 
a establecer un equilibrio de intereses entre Estados, por el contrario, 
su esencia es garantizar el goce de derechos y libertades del ser hu-
mano.

Corolario de lo expuesto, es posible concluir que: i) Las senten-
cias de la coidh configuran una auténtica obligación jurídica para el 
Estado miembro y un derecho para las víctimas y ii) El incumplimien-
to de estas sentencias y el hecho de no proveer un mecanismo jurídi-
co que permita hacerlas realizables configuran una nueva violación a 
la cadh por parte del Estado acusado, en específico, conforman una 

27 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de sep-
tiembre de 1982, el efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, artículos 74 y 75, Serie A n.º 2. párr. 29, disponible 
en [http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1261.pdf].

http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1261.pdf
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infracción a su artículo 1.1, al no respetar los derechos a un recur-
so judicial efectivo y a una justa reparación –artículos 25 y 63 de la 
cadh–  y artículo 2.º, al no adaptar su ordenamiento interno para que 
las sentencias sean ejecutables.

Respecto a la posibilidad de considerar la imposición de meca-
nismos jurídicos o formales como parte de las funciones o facultades 
de la coidh, diremos que, si bien es cierto su función es la de decidir 
si hubo violación a la cadh y ordenar reparar a las víctimas, al hablar 
del cumplimiento de esa reparación, su única atribución es realizar la 
supervisión de las mismas. Según el artículo 69 del reglamento de la 
coidh esto se realiza mediante la presentación de informes estatales 
y de las correspondientes observaciones a dichos informes por parte 
de las víctimas o sus representantes. También dice el artículo, que la 
Corte podrá apelar a otras fuentes de información para obtener da-
tos relevantes sobre el caso y que permitan apreciar el cumplimiento, 
como por ejemplo, podrá solicitar peritajes e informes que considere 
oportunos e incluso podrá citar a audiencia a las partes. Con base a 
ello la Corte emite resoluciones que estimarán las obligaciones cum-
plidas, la forma en que se llevaron a cabo y las que aún no cuentan 
con un efectivo cumplimiento. En esta medida, la coidh únicamente 
exhorta al Estado a que cumpla, pues a través de esta supervisión la 
Corte no especifica medios por los que puedan ser consumadas las 
obligaciones. Un claro ejemplo, es la posición que tomó la Corte cuan-
do los representantes de las víctimas del caso 19 comerciantes vs. 
Colombia28, en una de sus observaciones arguyeron la falta de impu-
tación del delito de tortura y la falta de vinculación de determinadas 
personas al proceso penal. La Corte en este caso dijo que no le corres-
ponde analizar todos los alcances de las investigaciones y procesos 
internos, sino únicamente el grado de cumplimiento de lo dispuesto 
en la sentencia29.

28 Sentencia de 5 de julio de 2004, fondo, reparaciones y costas, disponible en [http://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_109_esp.pdf].

29 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Resolución de supervisión de cumplimien-
to de sentencia y medidas provisionales, caso 19 comerciantes vs. Colombia, 8 de julio de 
2009, disponible en [http://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/comerciantes_se_061.
doc.].

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_109_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_109_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/comerciantes_se_061.doc
http://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/comerciantes_se_061.doc
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Dentro de este contexto, Faúndez Ledesma30 al analizar el con-
cepto de responsabilidad internacional nos permite entender por qué 
la coidh no se inmiscuye en las investigaciones penales internas. En 
primer término establece que el derecho de los derechos humanos 
tiene su origen en la relación desigual entre el Estado y los individuos 
bajo su jurisdicción; los derechos humanos suponen, por tanto, una 
opción ideológica en que se coloca al individuo por encima del Estado 
y del grupo social, efecto que se ha denominado el efecto vertical de 
los derechos humanos.  De modo que el derecho de los derechos hu-
manos es garantía frente al actuar estatal y los únicos que pueden 
transgredirlos son los Estados. Frente al guerrillero, al terrorista, o al 
delincuente común, el individuo cuenta con la protección que le brin-
da el Estado a través del derecho penal o, en el plano internacional, 
el derecho internacional humanitario, que también impone obliga-
ciones a los beligerantes; frente a los excesos en el ejercicio del po-
der cometidos por los órganos del Estado, el individuo cuenta con el 
nuevo derecho de los derechos humanos. Sólo de manera excepcional 
un hecho ilícito que en principio no resulte imputable al Estado, por 
ser obra de un particular, puede acarrear la responsabilidad interna-
cional del Estado no por ese hecho en sí mismo, sino por su falta de 
diligencia para prevenirlo y garantizar de modo efectivo los derechos 
humanos, toda vez que el Estado miembro de la cadh se compromete 
no sólo a respetar, sino a garantizar los derechos humanos. En este 
caso, la responsabilidad de ese individuo, así como de las sanciones 
pertinentes, corresponde a las instancias jurisdiccionales nacionales, 
por lo tanto corresponderá al Estado investigar y sancionar la respon-
sabilidad individual.

Retomando el tema, la Corte Constitucional colombiana en sede 
de tutela, en Sentencia T-558 de 10 de julio de 200331, al referirse a los 

30 Héctor Fáundez. El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos: 
Aaspectos institucionales y procesales, San José de Costa Rica, Instituto Interamericano 
de Derechos Humanos, 3.ª ed., 2004, disponible en [http://www.corteidh.or.cr/ta-
blas/23853.pdf], pp. 8 a 11.

31 M. P.: Clara Inés Vargas Hernández, disponible en [http://www.corteconstitucional.
gov.co/relatoria/2003/T-558-03.htm].

http://www.corteidh.or.cr/tablas/23853.pdf
http://www.corteidh.or.cr/tablas/23853.pdf
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/T-558-03.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/T-558-03.htm
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órganos de los cuales se predica la obligación de ejecutar sentencias 
internacionales, da una pauta para establecer con claridad quién lleva 
la carga de crear y poner a disposición mecanismos de cumplimien-
to, si el Estado condenado o el sidh. Dice la Corte Constitucional que 
de conformidad con los principios del derecho internacional público 
que informan el tema de la responsabilidad internacional, el Estado 
es considerado para tales efectos como un todo, sin tomar en conside-
ración su estructura interna, de ahí que las decisiones internacionales 
no se refieran a un órgano interno específico sino al Estado colom-
biano en su conjunto. Desde luego, sería ilógico pensar en atribuirle 
a la coidh la carga de conocer a la perfección los diferentes órganos, 
secciones, programas, etc. con que cuentan todos los Estados Parte en 
cuanto a protección de derechos humanos. Lo mismo sucedería si se 
pretendiera imputar al sidh la obligación de establecer un mecanis-
mo jurídico de cumplimiento que actúe en el terreno nacional, muy 
seguramente el sidh se vería en la complicada tarea de regular un me-
canismo de cumplimiento por país, debido a que todos los sistemas 
jurídicos son disímiles entre sí.

En suma, la imposición de mecanismos jurídicos por parte de la 
Corte no es atribución de ésta. El único medio por parte del régimen 
de la Corte para lograr que el Estado cumpla, sería la supervisión de 
las sentencias. Pese a ello, como lo hemos visto, este medio no se pue-
de considerar como directo porque no impone medidas o lineamien-
tos de cumplimiento específicos sino que se limita solo a analizar el 
grado de cumplimiento de los fallos. El sidh no cuenta con ningún 
mecanismo jurídico para ejercer una presión eficaz en los Estados, 
lo cual resulta favorecedor para el anquilosamiento de este derecho 
como meramente voluntario, subsidiario y de cooperación.

En estos términos, el único responsable de provisionar esos 
medios jurídicos o formales, es el Estado miembro, cumpliendo de 
esa forma con la obligación dispuesta en el artículo 2.º de la cadh y 
brindando garantías a los derechos establecidos en los artículos 25 
y 63 de la misma Convención; no obstante se considera fundamental 
el fortalecimiento del control y seguimiento de los órganos propios 
del sistema, en especial de la cidh, la cual en su carácter de órgano 
político y promotor, debería profundizar las acciones encaminadas a 
asegurar el efectivo cumplimiento de las decisiones de todo el sidh. 
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Así mismo, la Asamblea General de la oea debería constituirse en un 
órgano más activo, mediante la aplicación de sanciones políticas cos-
tosas al Estado incumplido32.

III. Mecanismos jurídicos internos

Vale la pena precisar que no se ha logrado identificar dentro de nues-
tro ordenamiento colombiano la existencia de mecanismos jurídicos 
procesales creados para activarse en caso de incumplimiento de las 
sentencias de la coidh. El único antecedente encontrado es la Ley 288 
de 5 de julio de 199633 por medio de la cual se establecen instrumentos 
para la indemnización de los perjuicios causados a víctimas de viola-
ciones a derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determina-
dos órganos internacionales, empero, por desgracia la citada ley dejó 
por fuera al único órgano jurisdiccional regional, que es la coidh. Esta 
ley creó trámites conciliatorios e incidentes de liquidación de perjui-
cio en relación con las resoluciones de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y del Comité de Derechos Humanos, creado en el 
marco del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. En su artículo 8.º, la 
Ley 288 a efectos de que la víctima pueda proceder al cobro ejecutivo 
de la indemnización acordada, dispone que el auto aprobatorio de la 
conciliación tendrá los alcances de un crédito judicialmente recono-
cido.

32 Según el artículo 30 del estatuto de la coidh y el artículo 65 de la cadh, la Corte tiene la 
obligación de informar a la Asamblea general de la oea acerca de los Estados que han in-
cumplido sus fallos. Sin embargo, la coidh en sus informes se limita a explicar su función 
de supervisión, comentar cuantas resoluciones y audiencias de supervisión de cumpli-
miento emitió o celebró –respectivamente– y enumerar los casos que se encuentran en 
estado de supervisión pero en ningún momento hace referencia en específico a las par-
ticularidades de cada caso, así es muy poco o nada el aporte de lo que se ha considerado 
como un mecanismo político de presión, consistente en dar a conocer el incumplimiento 
a la Asamblea de la oea y es por ello que no existen antecedentes que permitan analizar 
el alcance que podría tener.

33 “Por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las 
víctimas de violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados 
órganos internacionales de derechos humanos, Diario Oficial, n.º 42.826, de 9 de julio de 
1996, disponible en [http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1657653].

http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1657653
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De esta manera al carecer de mecanismos específicos creados 
por disposiciones internas, se pasa a analizar el proceso ejecutivo y 
la acción de tutela como posibles mecanismos para garantizar el cum-
plimiento de las sentencias interamericanas, el primero por estable-
cerse como mecanismo de cumplimiento por expresa disposición de 
la cadh y la segunda por cuanto el tema en pugna son derechos hu-
manos.

A. El proceso ejecutivo

Del estudio de la cadh, en concreto, de lo señalado en el artículo 68 
de este tratado, se desprende que el cumplimiento de las obligaciones 
pecuniarias (obligaciones de dar) podrá hacerse efectivo por medio 
de la acción ejecutiva interna34. 

Las restantes reparaciones, es decir las obligaciones de hacer o 
no hacer, no cuentan con estipulación específica dentro de la cadh 
que nos permita establecer el mecanismo para perseguir su cumpli-
miento. De igual forma, de incluirse, sea por disposición internacional 
o interna, su ejecución sería compleja en tanto algunas no pueden ser 
consumadas de inmediato y otras no cuentan con un plazo específico 
como por ejemplo la obligación de investigar, juzgar y sancionar o la 
de identificar a otras presuntas víctimas. 

Para Juana Inés Acosta-López y María Carmelina Londoño-
Lázaro, el proceso ejecutivo es el medio adecuado para lograr el 
cumplimiento de una sentencia de la coidh35 Las autoras citan el ar-
tículo 488 del Código Civil colombiano36 y equiparan la sentencia in-
ternacional a lo que el articulado menciona como “sentencia de con-

34 El artículo 68 de la cadh, cit., en su inciso segundo establece: “La parte del fallo que dis-
ponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el proce-
dimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado”.

35 Juana Inés Acosta-López y María Carmelina Londoño-Lázaro. “El papel de la jus-
ticia nacional en la sentencia del derecho a un recurso efectivo internacional”, Revista 
Colombiana de Derecho Internacional, n.º 16, enero-junio de 2010, disponible en [http://
www.scielo.org.co/pdf/ilrdi/n16/n16a04.pdf], pp. 81 a 114.

36 Ley 84 de 26 de mayo de 1873, Diario Oficial, n.º 2.867, de 31 de mayo de 1873, disponi-
ble en [http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.html].

http://www.scielo.org.co/pdf/ilrdi/n16/n16a04.pdf
http://www.scielo.org.co/pdf/ilrdi/n16/n16a04.pdf
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.html
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dena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley”37 
tomando en consideración la fuerza vinculante y obligatoria de las 
sentencias internacionales. Sin embargo, el procedimiento ejecutivo 
indicado en el Código Civil no es el referido por el artículo 68 de la 
cadh, pues este último hace referencia a los procesos de ejecución 
contra el Estado, no se trata entonces de un asunto que le competa 
a la jurisdicción ordinaria y por tanto, el Código Civil no es el llama-
do a irradiar este contexto. Por su parte el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo38 en su numeral 1 
artículo 297, tan solo reconoce como título ejecutivo a 

las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad 
pública al pago de sumas dinerarias. 

De entrada el proceso ejecutivo ya cuenta con dos problemas de gran 
envergadura, por un lado, se podrían negar aquellas acciones encami-
nadas a ejecutar obligaciones distintas a las de dar y por otro –quizá el 
más relevante– la norma que regula la acción ejecutiva de sentencias 
contra el Estado excluye de su órbita las sentencias internacionales. 

A los anteriores problemas debemos agregar, los siguientes: pri-
mero, si se acepta que como en todo proceso ejecutivo las obligacio-
nes de hacer y no hacer también se persigan a través de este medio, 
el plazo para interponer la demanda ejecutiva dependerá de cada una 
de las obligaciones que se derivan de la sentencia, en este caso, podría 
haber un número de procesos ejecutivos igual al número de medi-
das de reparación; segundo, la formulación restrictiva del principio 

37 El artículo 488 del Código Civil colombiano, cit., señala: “pueden demandarse ejecuti-
vamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdic-
ción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las 
providencias que en procesos contencioso-administrativos o de policía aprueben liquida-
ción de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia”.

38 Ley 1437 de 18 de enero de 2011, Diario Oficial, n.º 47.956, de 18 de enero de 2011, dis-
ponible en [http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249].

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249
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de legalidad presupuestaria, en el sentido de que el Estado no puede 
hacer erogaciones de su tesoro no previstas en sus leyes de presu-
puesto y las disposiciones normativas sobre la inembargabilidad de 
los fondos públicos, las cuales en caso de incumplimiento voluntario 
por el Estado prohíben el embargo y la posibilidad de despachar man-
damientos de ejecución contra fondos públicos, terminan por desfi-
gurar el verdadero sentido de un proceso ejecutivo convirtiéndolo en 
un procedimiento ineficaz depuesto a la voluntad del Estado. 

Ahora, en  cuanto a la ejecución de sentencias internacionales 
Christoph H. Schreuer39 clasifica los motivos de rechazo que aduce 
un tribunal nacional cuando le queda dar cumplimiento en su territo-
rio a una decisión internacional, así: 1. Competencia para ejecutar; 2. 
Legitimidad para requerir; y 3. Inmunidad de jurisdicción a favor del 
demandado.

En el primero, la negativa o resistencia reside sobre la naturaleza 
de la orden de ejecución. La respuesta de los tribunales nacionales es 
que la sentencia internacional no tiene efectos internos, permanece 
únicamente como orden al Poder Ejecutivo, en especial al departa-
mento o ministerio de asuntos exteriores. En este sentido, cualquier 
efecto depende de la acción del Poder Ejecutivo o, incluso, del Poder 
Legislativo, el cual debe producir una ley que incorpore aquel dictum 
al derecho interno y, por consiguiente, autorice a los tribunales a pro-
ferir determinaciones basadas en él. 

En cuanto al segundo grupo, la cuestión central se relaciona con 
la identidad de la parte actora en el proceso de ejecución. Lo ordinario 
es que el actor de la ejecución sea el actor del proceso principal en 
el que se fijaron las obligaciones que se ejecutarán. En lo que toca al 
sistema interamericano, la cidh es la parte activa dentro del proceso 
contencioso internacional, pues es ella quien lleva a juicio al Estado 

39 Christoph H. Schreuer. “The Implementation of International Judicial Decisions by 
Domestic Courts”, The International and Comparative Law Quartely, vol. 24, n.º 2, April 
1975, pp. 153 a 183. Citado por: André Lipp Pinto Basto Lupi y João Martim de Azevedo 
Marques. “Las órdenes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Poder 
Judicial de los Estados”, Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Universidad 
Pontificia Bolivariana, vol. 39, n.º 111, julio-diciembre de 2009, pp. 227 a 252, disponible 
en [http://www.redalyc.org/pdf/1514/151412839002.pdf].

http://www.redalyc.org/pdf/1514/151412839002.pdf
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infractor. Así las cosas, el formalismo procesal podría justificar, a los 
ojos de algunos jueces, que sólo la propia cidh podría interponer las 
acciones internas de ejecución, ya que ella es la parte activa del pro-
ceso en el que la sentencia fue dictada.

En este punto, apartándonos de la exposición de Schreuer, de-
bemos referirnos a la legitimación por pasiva ¿a quién deberíamos 
demandar ejecutivamente?  Es decir, ¿debemos guiarnos por el artí-
culo 159 del Código Contencioso Administrativo colombiano?, por-
que, si observamos, en los procesos internos sabemos que en virtud 
del artículo mencionado debemos dirigirnos a la entidad que causó 
el hecho. En las sentencias de la coidh al momento de ordenar las re-
paraciones se refiere, como es de esperar, al “Estado” y no a una enti-
dad en particular como garante de cumplir dicha reparación, y es que 
no se podría afirmar que cada entidad indirectamente comprometi-
da a cumplir determinada obligación –como por ejemplo, la Fiscalía 
General de la Nación en cuanto a la obligación de investigar, condenar 
y sancionar a los responsables– fue quien causó la violación a los de-
rechos humanos produciendo la condena40. A nuestro criterio, el legi-
timado por pasivo deberá ser el Ministerio de Relaciones Exteriores 
por ser la principal entidad ejecutora de las medidas ordenadas por la 
coidh41, pues es el encargado de velar por cualquier tipo de relación 
existente entre el país con el sidh y tiene específicamente asignadas 
las funciones de coordinación y supervisión para el cumplimiento de 
los fallos de la coidh42.

40 La mayoría de condenas a Colombia se producen por la acción de agentes no estatales al 
margen de la ley.

41 La Corte Constitucional en sede de tutela (Sentencia T-367 de 11 de mayo de 2010, M. P.: 
María Victoria Calle Correa, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/
RELATORIA/2010/T-367-10.htm]) menciona como principal órgano de cumplimiento 
al Ministerio de Relaciones Exteriores como ente coordinador de las demás instancias 
nacionales involucradas en las medidas de reparación. Para la Corte Constitucional, su 
acción de coordinador no se agota simplemente con la comunicación a las entidades que 
posean relación con el cumplimiento de las medidas ordenadas por la coidh, sino que 
debe velar y realizar todas las gestiones posibles para que se cumpla en el plazo estipu-
lado. Este argumento fundamenta la responsabilidad directa que se podría predicar del 
Ministerio en mención.

42 Decreto 3355 de 7 de septiembre de 2009, Diario Oficial, n.º 47.465, de 7 de septiem-
bre de 2009, “por medio del cual se modifica la estructura del Ministerio de Relaciones 

http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2010/T-367-10.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2010/T-367-10.htm
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Sobre el tercer y, último grupo, la motivación denegatoria deriva 
de la inmunidad del Estado ante las cortes nacionales, como asevera 
Schreuer: 

cuando intereses nacionales ligados al territorio o a la seguridad estuvieren 
en debate, la tendencia de rechazo a interferencias internacionales será aún 
más sentida43.

Sobre la misma base de discusión, Eduardo Ferrer Mac-Gregor y 
Fernando Silva García44 analizaron uno debates más claros dentro 
del Estado méxicano respecto de las relaciones entre la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación –csjn– y la coidh, donde se cuestionó la obli-
gatoriedad de la jurisprudencia interamericana respecto del poder 
judicial del Estado mexicano45. En esa ocasión, se reveló la disparidad 
de las opiniones entre los jueces de la csjn frente al tema planteado. 
No obstante, con independencia de las posturas defendidas, los au-
tores refieren que quizá la resistencia de los jueces nacionales frente 
a la jurisprudencia internacional se debe a una manifestación de su-
pervivencia del cerebro humano como respuesta territorial defensiva 
a las cuestiones o informaciones novedosas, ello en especial cuando 
ésta termina por desautorizar a la jurisprudencia nacional, a través 
de una nueva valoración de hechos y del derecho aplicable. En tanto 
no debe perderse de vista que el objeto de control jurisdiccional de la 
coidh es precisamente toda la actuación de los poderes públicos de 
los Estados y por tanto, es muy común que en sus pronunciamientos 

Exteriores y se dictan otras disposiciones”, disponible en [http://www.suin-juriscol.gov.
co/viewDocument.asp?id=1525495].

43 Pinto Basto Lupi y de Azevedo Marques. “Las órdenes de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y el Poder Judicial de los Estados”, cit., p. 242.

44 Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Fernando Silva García. “El caso Radilla y su impacto 
en el orden jurídico nacional”, México D. F., Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM, 2013, pp. 185 a 235, disponible en [https://archivos.juridicas.unam.mx/www/
bjv/libros/7/3455/11.pdf].

45 El debate estaba atravesado por dos temas principales: primero, se discutió si una sen-
tencia internacional es o no vinculante para la scjn; segundo, se cuestionó si la sentencia 
Radilla tiene o no eficacia directa y debe ser o no cumplida por los jueces nacionales sin 
mediación o coordinación con el Poder Ejecutivo y Legislativo. Ibíd., p. 219.

http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1525495
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1525495
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3455/11.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3455/11.pdf
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se coloque en evidencia las falencias de dichos poderes y que, en oca-
siones, éstos sean desautorizados. Empero, esa posibilidad de desau-
torización es, a su vez, la razón por la cual la mayoría de los ministros 
que participaron en el debate opinaron a favor de la obligatoriedad 
de los fallos internacionales, evidenciándose si se quiere una especie 
de autoridad interpretativa o preeminencia lógico-jurisdiccional de la 
coidh sobre los interpretes nacionales en el ámbito de la tutela de los 
derechos humanos.

Sin embargo, como bien lo reconocen los autores, lo cierto es que 
son las autoridades internas quienes tienen el poder y a su vez la res-
ponsabilidad de permitir que las órdenes de la coidh se tornen efec-
tivas, pues son éstos quienes en últimas pueden actuar como jueces 
interamericanos e irradiar la jurisprudencia de la coidh46.

Con todo creemos que, si bien la norma de procedimiento ad-
ministrativo colombiana no clasifica a las sentencias internacionales 
como un título ejecutivo y a pesar que la cadh no contempló como 
viables para tramitar por este proceso las obligaciones de hacer y no 
hacer, tales inconvenientes posiblemente se superarían en la medida 
en que las obligaciones impuestas y que se pretendan ejecutar com-
porten una obligación clara, expresa y exigible. Aun así, como se ter-
minará de comprobar más adelante, los jueces de un Estado por lo 
general se resistirán a la implementación directa de decisiones inter-
nacionales que contrarían sus propios pares. Y ello rescata la sobre-
vivencia del viejo problema identificado por Schreuer relativo a la 
competencia para ejecutar, es decir, aquel inherente a la naturaleza y 
el efecto vinculante de las sentencias internacionales. Problemas que 
tienen su origen en la distancia entre dos ordenamientos: el derecho 
internacional público y el derecho interno, dos escenarios que aun-
que, en íntimo contacto, jamás se sobreponen. 

46 Ibíd., pp. 222 y 234.
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B. Acción de tutela o recurso de amparo

Para Juana Inés Acosta López y María Carmelina Londoño Lázaro, 
la acción de tutela podría ser procedente para el cumplimiento de las 
sentencias interamericanas en el entendido de que con ella se pre-
tenda proteger el derecho fundamental al acceso a la justicia que 
implica el cumplimiento de decisiones judiciales, protegido por la 
Constitución Política de Colombia47 y por el bloque de constitucionali-
dad48, siempre que se demuestre su carácter subsidiario, para el caso, 
bien sea demostrando haber agotado las competencias de la coidh o 
que la supervisión del Tribunal internacional no se constituye como 
un recurso efectivo y que no hay ningún otro recurso ordinario que 
pueda subsanar la situación o que se presente una situación que 
puede generar un daño irremediable, caso en el cual el mecanismo 
se activaría sólo como transitorio49. Las autoras plantean una tesis a 
nuestro parecer muy lógica que concuerda con el derecho a un recurso 
efectivo, dispuesto en el artículo 25 de la cadh y con la situación de 
carencia de un medio jurídico que permita ejecutar las sentencias de 
la coidh. 

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana ha dejado cla-
ro en sus providencias que el Estado de derecho no puede operar 
si las providencias judiciales no son acatadas, o si lo son según el 
ánimo y la voluntad de sus destinatarios. Estos, a juicio de la Corte 
Constitucional, no pueden tener la potestad de resolver si se acogen 
o no a los mandatos del juez que conduce determinado proceso, con 

47 Artículo 228, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/
Constitucion%20politica%20de%20Colombia%20-%202015.pdf].

48 Corte Constitucional. sentencias C-225 de 18 de mayo de 1995, M. P.: Alejandro 
Martínez Caballero, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/1995/c-225-95.htm]; C-401 de 14 de abril de 2005, M. P.: Manuel José Cepeda Espinosa, 
disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2005/C-401-05.
htm]; C-148 de 22 de febrero de 2005, M. P.: Álvaro Tafur Galvis, disponible en [http://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-148-05.htm]; y C-551 de 9 de julio de 
2003, M. P.: Luis Eduardo Montealegre Lynett, disponible en [http://www.cortecons-
titucional.gov.co/relatoria/2003/C-551-03.htm], entre otras.

49 Acosta-López y Londoño-Lázaro. “El papel de la justicia nacional en la sentencia del 
derecho a un recurso efectivo internacional”, cit., pp. 108 y 109.

http://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/Constitucion
http://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/Constitucion
202015.pdf
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/c-225-95.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/c-225-95.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2005/C-401-05.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2005/C-401-05.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-148-05.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-148-05.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-551-03.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-551-03.htm
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independencia de las razones que puedan esgrimir en contra, pues el 
camino para hacerlas valer no es la renuencia a ejecutar lo ordenado 
sino el ejercicio de los recursos que el sistema jurídico consagra”50. En 
este sentido también ha manifestado51:

Todos los funcionarios estatales, desde el más encumbrado hasta el más hu-
milde, y todas las personas, públicas y privadas, tienen el deber de acatar los 
fallos judiciales, sin entrar a evaluar si ellos son convenientes u oportunos. 
Basta saber que han sido proferidos por el juez competente para que a ellos 
se deba respeto y para que quienes se encuentran vinculados por sus resolu-
ciones contraigan la obligación perentoria e inexcusable de cumplirlos, máxi-
me si están relacionados con el imperio de las garantías constitucionales.

De allí se desprende necesariamente que si la causa actual de la vulneración 
de un derecho está representada por la resistencia de un funcionario públi-
co o de un particular a ejecutar lo dispuesto por un juez de la República, 
nos encontramos ante una omisión de las que contempla el artículo 86 de la 
Carta, como objeto de acción encaminada a la defensa efectiva del derecho 
constitucional conculcado. Al fin y al cabo, se trata de acudir a una instancia 
dotada del suficiente poder como para lograr que de manera cierta e indu-
dable tengan vigencia en el caso concreto las prescripciones abstractas de la 
Constitución.

El acceso a la administración de justicia, garantizado en el artículo 229 
Superior, no implica solamente la posibilidad de acudir ante el juez para de-
mandar que deduzca de la normatividad vigente aquello que haga justicia en 
un evento determinado, sino que se concreta en la real y oportuna decisión 
judicial y, claro está, en la debida ejecución de ella. Esto, a la vez, representa 
una culminación del debido proceso, que no admite dilaciones injustificadas 
en el trámite de los asuntos puestos en conocimiento de los jueces ni, por 
supuesto, en el cabal y pleno desarrollo de lo que se decida en el curso de los 
juicios.

De otro lado, ha señalado la jurisprudencia que el mecanismo de la 
tutela puede ser instrumento para hacer cumplir las obligaciones de 

50 Corte Constitucional. Sentencia T-262 de 28 de mayo de 1997, M. P.: José Gregorio 
Hernández Galindo, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/1997/T-262-97.htm].

51 Corte Constitucional. Sentencia T-329 de 18 de julio de 1994, M. P.: José Gregorio 
Hernández Galindo, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/1994/T-329-94.htm].

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/T-262-97.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/T-262-97.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/T-329-94.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/T-329-94.htm
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hacer, cuando se interpone en orden a garantizar la ejecución de una 
sentencia, pero que no es admisible frente a la ejecución de obliga-
ciones de dar, porque para estos eventos el instrumento idóneo de 
carácter ordinario es el proceso ejecutivo. En este sentido la Corte 
Constitucional, en Sentencia T-403 de 23 de agosto de 199652, dijo:

En lo que hace referencia al cumplimiento de sentencias judiciales por vía 
de tutela, esta Corte ha expresado que cuando lo ordenado en la providencia 
incumplida es una obligación de hacer, es viable lograr su cumplimiento por 
medio de la acción de tutela, pues los mecanismos consagrados en el ordena-
miento jurídico no siempre tienen la idoneidad suficiente para proteger los 
derechos fundamentales que puedan verse afectados con el incumplimiento 
de una providencia.

En cambio, cuando se trata del cumplimiento de obligaciones de dar, la ley ha 
previsto un mecanismo idóneo para lograr su cumplimiento, como es el pro-
ceso ejecutivo, cuya adecuada utilización garantiza el forzoso cumplimiento 
de la obligación que se pretende eludir, ya que pueden pedirse medidas cau-
telares, como el embargo y secuestro de los bienes del deudor y su posterior 
remate, para asegurar así el pago que se pretende evadir.

Según palabras de la Corte, la tutela procede para el cumplimiento de 
obligaciones de hacer estipuladas en una sentencia, por ende a prima 
facie se concluye que es procedente tratándose de sentencias de la 
coidh pues bien lo admite al artículo 2.º del Decreto 2591 de 19 de 
noviembre de 199153, reglamentario del recurso de amparo, al indicar 
que la tutela no sólo procede para garantizar derechos constituciona-
les fundamentales, sino aquellos que sin ser señalados como tales por 
la Carta Política tengan tal naturaleza que permita su tutela54.

A manera de ejemplo, los tratamientos psicológicos y médicos 
que se consagran con habitual reiteración en las sentencias de la 

52 Corte Constitucional. Sentencia T-403 de 23 de agosto de 1996, M. P.: Vladimiro Naranjo 
Mesa, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1996/T-403-96.
htm].

53 Diario Oficial, n.º 40.165, de 19 de noviembre de 1991, disponible en [http://www.
suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1470723].

54 Ibíd., artículo 2.º “La acción de tutela garantiza los derechos constitucionales fundamen-
tales. Cuando una decisión de tutela se refiere a un derecho no señalado expresamente 
por la Constitución como fundamental, pero cuya naturaleza permita su tutela para casos 
concretos, la Corte Constitucional le dará prelación en la revisión a esta decisión”.

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1996/T-403-96.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1996/T-403-96.htm
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1470723
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1470723
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coidh como medidas de reparación, son claramente una obligación 
de hacer y llevan inmerso el derecho a la salud y a la vida. La tutela en 
este evento sería el mecanismo indicado, toda vez que la cadh hace 
parte del bloque de constitucionalidad, al que se le ha reconocido un 
carácter supralegal, de conformidad con el artículo 93 Superior. En 
esa medida, el reconocimiento de su viabilidad permitiría subsanar 
las dificultades que implica hacer efectivas las obligaciones de  hacer 
y no hacer, impuestas en los fallos de la coidh, a través del proceso 
ejecutivo; aún más cuando tampoco existe reglamentación sobre al-
gún otro medio para ejecutarlas.

Por desgracia se está algo lejos de que los jueces colombianos 
examinen tal viabilidad. Hay que recordar el discurso de Shaucer, al 
parecer los jueces nacionales se resisten a recibir órdenes de tribu-
nales internacionales. De esto es muestra los pocos antecedentes que 
se conocen sobre la interposición del recurso de amparo para hacer 
efectiva una obligación impuesta por la coidh.

En Colombia podemos mencionar tres casos en los que se ha 
usado la acción de tutela en pro de hacer efectivas medidas caute-
lares proferidas por la cidh y sentencias por la coidh, éstos son: 
1. Sentencia  T-558 de 200355; 2. Sentencia T-327 de 15 de abril de 
200456; y 3. Sentencia T-367 de 201057.

La Corte Constitucional en la Sentencia T-327 de 2004 analizó si 
era procedente la acción de tutela encaminada a solicitar la protección 
de los derechos fundamentales  de los integrantes de la Comunidad 
de Paz de San José de Apartadó, en Antioquia, con el antecedente de 
que la coidh profirió algunas medidas cautelares en favor de esta 
Comunidad. La Corte Constitucional decidió que la acción de tutela 
era procedente y que el juez de tutela no puede denegar la solicitud 
simplemente porque las autoridades nacionales no han finalizado el 
proceso de adopción de medias cautelares ordenadas por la coidh, 
dado que los hechos indican que existen amenazas de violación de los 

55 Cit., cfr. supra, nota n.º 31.
56 M. P.: Alfredo Beltrán Sierra, disponible en [http://www.corteconstitucional.gov.co/

relatoria/2004/T-327-04.htm].
57 Cit., cfr. supra, nota n.º 41.

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/T-327-04.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/T-327-04.htm
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derechos humanos de la Comunidad de Paz y la acción de tutela no 
solo procede para que cese una violación sino también para evitarla 
en caso de amenaza.

En la Sentencia T-558 de 2003 se dijo que en Colombia las deci-
siones de organizaciones supraestatales como la cidh y la coidh se 
incorporan de forma automática al ordenamiento interno, pero se 
agregó que si bien la acción de tutela no fue concebida para garanti-
zar el cumplimiento interno de las medidas decretadas por la cidh o 
por la coidh, ello no obsta para que, en determinados casos, los dos 
mecanismos se complementen cuando quiera que persigan idénticos 
objetivos. Así pues, concluyó que el juez de tutela puede ordenar a la 
autoridad pública que proteja un derecho fundamental cuya amenaza 
o vulneración, justificó la adopción de una medida cautelar por parte 
de la cidh o de la coidh, pero no lo podrá hacer para ordenar la mera 
ejecución de ésta, sin que concurran los requisitos de procedibilidad 
de la acción de tutela.

En la Sentencia T-367 de 2010 la Corte Constitucional tuteló los 
derechos fundamentales a la vida digna y a la justicia, considerando 
violatoria la exigencia de inscripción en el Sistema de Información 
para Población Desplazada, como requisito previo para acceder a al-
gunas de las medidas de reparación ordenadas en sentencia por la 
coidh. Estableció que el incumplimiento desconoce compromisos in-
ternacionales del Estado colombiano y recordó que el cumplimiento 
de las sentencias interamericanas debe ser pleno, que no es admisible 
una potestad discrecional, por ello, exigir el cumplimiento de requisi-
tos adicionales previstos en la legislación interna para el acceso a las 
reparaciones previstas por la coidh, desconoce innumerables normas 
internacionales. No obstante lo dicho sobre su responsabilidad inter-
nacional, el juez constitucional en este caso tomó como argumento 
principal la reiterada jurisprudencia, en el sentido de dar pronta y 
oportuna atención a los grupos de personas que por su situación de 
indefensión y vulnerabilidad requieren especial protección por parte 
del Estado, agregando que la calidad de desplazado se adquiere de 
facto, sin necesidad de declaración administrativa alguna.

Mención especial merece el común denominador de las tres sen-
tencias relacionadas. De lo dicho antes podemos entrever que la Corte 
Constitucional se contradice porque si bien le otorga efecto vinculan-
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te directo a los fallos de la coidh, no le parecen suficientes como para 
en forma exclusiva decidir con base a ellos. El aceptar que las senten-
cias se asimilan al ordenamiento interno de forma automática como 
lo hizo la Corte Constitucional, implica que no se hace necesario el 
reconocimiento interno, como sucede con las sentencias dictadas en 
países extranjeros dentro del derecho internacional privado; el he-
cho de atribuirle esa forma de incorporación, permite con facilidad 
deducir que los jueces no pueden usar las órdenes de la coidh, sino 
mas bien solo como punto de apoyo para, al final, proteger derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política.  Si ello se in-
terpreta así, las sentencias interamericanas no se incorporarían de 
forma automática sino que por el contrario, la tutela se convertiría 
en una especie de proceso de reconocimiento. En efecto, pese a que 
la decisión conlleva a un mismo fin, la sentencia interamericana no 
debería limitarse a ser un instrumento o medio de prueba más, si no 
que en cambio correspondería al argumento principal para proteger 
derechos humanos transgredidos, en este caso los derechos al acceso 
a la justicia y a un recurso efectivo. Por tanto, las sentencias deberían 
circunscribirse a ordenar el cumplimiento de las sentencias intera-
mericanas en donde se ha reconocido la protección de los derechos 
humanos, claro está, una vez demostrado el incumplimiento por par-
te del Estado.

Conclusiones

No existen mecanismos jurídicos específicos en Colombia que per-
mitan cumplir o ejecutar las sentencias proferidas por la coidh, en 
consecuencia, Colombia reside en una constante violación del artícu-
lo 2.º de la cadh, es decir, del deber de adoptar disposiciones inter-
nas que garanticen el cumplimiento de la misma y, en específico, la 
observancia del derecho a un recurso judicial efectivo, consagrado en 
el artículo 25 de la cadh y del derecho a una justa reparación estable-
cido en su artículo 63. Si bien la cadh contempla el proceso ejecutivo 
interno para ejecutar las obligaciones de dar, este proceso no ha sido 
adaptado para tal fin y por el contrario sostiene innumerables proble-
mas tanto procesales como socio culturales porque pese a existir un 
tratado, considerado norma supralegal, que ampara los derechos re-
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feridos, los jueces nacionales se niegan a constreñir al Estado incum-
plido. En cuanto al procedimiento de la acción de tutela como medio 
para obtener el acatamiento de las medidas impuestas por la coidh, 
las cosas no comportan un escenario diferente, ya que los jueces se 
niegan a reconocer el efecto vinculante de los fallos internacionales.

La Ley 288 de199658, aunque excluye a las sentencias de la coidh 
de sus efectos, es significativa porque establece un mecanismo de asi-
milación de una orden internacional al régimen interno al otorgarle 
al auto aprobatorio de la conciliación alcances de un crédito judicial-
mente reconocido, asimilación que en la práctica suprime dificultades 
tanto procesales como socio culturales dentro de la justicia nacional. 
En ese sentido, el procedimiento de derecho internacional privado, 
como la homologación de sentencia extranjera59, consigue mostrarse 
como una alternativa al problema de estudio. Utilizarlo tendría el be-
neficio de integrar la sentencia al ordenamiento interno, librándola 
de cualquier cuestionamiento en cuanto a su eficacia, porque la sen-
tencia homologada es título ejecutivo judicial, tal como lo reconoce el 
Código de Procedimiento Civil60. 

A pesar de eso, consideramos que frente a las sentencias inter-
nacionales no debería existir un mecanismo de asimilación u homo-
logación dada la naturaleza vinculante de las mismas y el importante 
papel del coidh, uno y otro reconocidos por voluntad y consentimien-
to del Estado al momento de ratificar la cadh. De creer necesario un 
reconocimiento interno, el sidh se vería altamente menoscabado y 
condenado a una ineficacia absoluta. 

Además si bien, la Corte no tiene competencia para establecer 
mecanismos jurídicos, procesales o formales para el cumplimiento 

58 Ver supra, nota n.º 33.
59 El procedimiento por el cual se reconocen efectos jurídicos a una sentencia extranjera se 

denomina exequátur y es común en materia comercial. En Colombia La demanda sobre 
exequátur de sentencias o laudos arbitrales debe presentarse ante la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia y está regulado en el Título xxxvi, artículos 693 a 
697, del Libro Quinto de nuestro Código de Procedimiento Civil, Decreto 1400 de 6 de 
agosto de 1970, Diario Oficial, n.º 33.150, de 21 de septiembre de 1970, disponible en 
[http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6923].

60 Ídem.

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6923
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de sus sentencias porque presume la buena fe del Estado en razón 
al principio pacta sunt servanda, no estaría de más que los Estados 
Miembros, si les interesa que las decisiones de la Corte no se queden 
en simple papel, acepten en asamblea general la viabilidad de esas 
medidas o que hagan efectivo el dispositivo de presión política. 

De igual forma, como elemento de coacción por parte del sidh, 
la difusión del referente internacional  de “Estado trasgresor de de-
rechos humanos” podría constituirse en un perfecto mecanismo para 
apremiar a los Estados a cumplir, en tanto dicho estatus constituye 
un obstáculo evidente no sólo para la armonía interna del país sino 
también para su progreso económico, pues en el mundo actual la de-
pendencia multilateral es substancial. 
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